SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°10
                                                   RADICACIÓN:  660012204000 2017 00043 00


  ACCIONANTE:JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Proceso:    
Acción de Tutela – Concede parcialmente el amparo solicitado

Radicación Nro. :
660012204000 2017 00043 00

Accionante: 
JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS
Accionado: 
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[C]omo quiera que por parte de la Coordinación del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, no se ha dado una respuesta acorde con lo solicitado, se tutelará el amparo constitucional impetrado y en consecuencia se ordenará a la dependencia accionada que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión proceda a contestar lo solicitado por el señor JHONY DE JESÚS, en congruencia con el periodo indicado por él en su petición, y se le entere en debida forma de la respuesta pertinente, enviándosele ésta por correo certificado a la dirección que reportó en su escrito y de la cual ya tiene conocimiento. No se amparan los derechos al debido proceso e igualdad, también invocados por el tutelante, por cuanto en criterio de la Colegiatura de la situación fáctica no se advierte la vulneración de esas garantías fundamentales.”.
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                                                RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación N° 209
                                                    Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS por intermedio de apoderado, contra el Ministerio de Salud y Protección Social, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad.     

2.- SOLICITUD 

Los hechos narrados en el escrito de tutela por el apoderado del señor RAMÍREZ CAÑAS se pueden concretar así: (i) en octubre 31 de 2016 envió al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto del Seguro Social–en adelante P.A.R.I.S.S.- petición en la que solicitó la expedición de certificado de todos los valores devengados en el último año laborado por el señor JHONY DE JESÚS ; (ii) en diciembre 05 de 2016 recibió oficio del P.A.R.I.S.S. en el que se informó que esa entidad no tiene competencia para expedir la certificación solicitada, la cual corresponde al Ministerio de Salud y Protección Social, por lo que el requerimiento fue traslado a esa entidad desde noviembre 15 de 2016 para que efectúe el pronunciamiento pertinente; y (iii) hasta el momento de instaurar el amparo no se había recibido respuesta por parte de dicha cartera ministerial.
De conformidad con lo anterior, se solicita el amparo de los derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad, y, en consecuencia, se ordene al citado Ministerio resolver de fondo la solicitud impetrada.
3.- contestación
La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Ministro de Salud y Protección Social. De igual forma, vinculó oficiosamente al Director del P.A.R.I.I.S., y al Presidente de FIDUAGRARIA, vocero y administrador de éste último.
- El Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección, en relación con el tema objeto de tutela expresó que la petición elevada por el accionante fue recibida en ese despacho en noviembre 16 de 2016, y en comunicación de febrero 28 de 2017 radicado N° 201711100362451, enviada a la dirección del apoderado de éste, fue contestada de fondo, de manera completa y congruente con lo pedido por el señor RAMÍREZ CAÑAS, con la cual se remitió el original de la “certificación de acumulado de pagos N° 0393 de febrero 28 de 2017, que detalla los acumulados de nómina de personal del periodo comprendido entre enero y julio de 2007, laborado con la ESE Antonio Nariño Liquidada, por lo cual se desprende la existencia de un hecho superado.
- El apoderado general del P.A.R.I.S.S. indicó que esa entidad corrió traslado de la petición elevada por el actor al Ministerio de Salud y Protección Social –Coordinación de Grupo de Administración de Entidades Liquidadas, debido a que es el competente para pronunciarse al respecto, lo cual le fue informado al apoderado de éste.

Señaló que una vez enterados de la acción de tutela y efectuadas las averiguaciones pertinentes, se les indicó que el Ministerio de Salud ya había respondido de fondo la solicitud del señor RAMÍNEZ CAÑAS mediante radicación 201711100362451 de febrero 28 de 2017, por lo cual considera que se configuró una carencia actual de objeto por hecho superado, y que no se ha vulnerado derecho alguno por parte de esa entidad.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se observa entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la pretensión del señor JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS radica en que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad, como quiera que por parte  del Ministerio de Salud y de la Protección Social, no se le ha dado respuesta al memorial que de manera inicial dirigió -octubre 31 de 2016- al P.A.R.I.S.S., de donde se remitió por competencia a la Coordinación de Grupo de Administración de Entidades Liquidadas Dirección Jurídica de dicho ministerio, en noviembre 15 de 2016, como se le informó al requirente.
Pese a que la petición fue recibida por la aludida dependencia del Ministerio de Salud, a la fecha de interposición de esta acción no se le había entregado respuesta de la misma. En ese sentido, tal como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
En el sub lite se percibe que le asiste razón al ciudadano JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS al instaurar la tutela, porque en efecto, pese a dirigir petición al P.A.R.I.S.S. en octubre 31 de 2016, la que se remitió por competencia al Coordinador de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud en noviembre 15 de 2016, y recibida en ese entidad al día siguiente, como lo informó esta última, pasados tres meses de haber recibido tal reclamo ninguna respuesta se le entregó al demandante.

Lo que salta a la vista entonces, es que el actor radicó una petición respetuosa que era del resorte de esa oficina entregar de conformidad con los lineamientos constitucionales, sin que a la fecha comprenda la Sala el motivo por el cual tal entidad gubernamental omitió dar cabal cumplimiento a un deber constitucional como lo es el de responder las solicitudes elevadas por los ciudadanos tal como lo prevé el canon 23 Superior, ya que en el caso objeto de análisis se evidencia que no se ha atendido en debida forma el requerimiento del accionante.

Ahora, no obstante que la entidad dentro del término de traslado de la presente acción envió copia del oficio fechado en febrero 28 de 2017 dirigido al Dr. DIEGO ALBERTO MEDINA ARIAS, apoderado del señor JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS -al parecer con la certificación laboral requerida por éste-, de acuerdo con el cual argumentó haber dado respuesta de fondo y congruente con lo solicitado, se advierte que la misma no es acorde con el período consignado en la petición, esto es, febrero 01 de 2007 hasta enero 30 de 2008, sino que únicamente es de enero a julio de 2007.
Con miras a verificar si en realidad el accionante fue notificado de tal respuesta, como así debe ser, en tanto la jurisprudencia ha referido que no es al juez constitucional al que debe ser enviada la respuesta sino que ésta debe ser efectivamente dada a conocer al solicitante, ya que de faltar dicho presupuesto no se entenderá atendida la petición elevada, se procedió por parte de esta Sala a entablar contacto telefónico con la firma de abogados Protección Legal, donde la asistente del Dr. MEDINA confirmó que había recibido la comunicación, pero que la misma no es acorde con el periodo solicitado, lo cual fue informado a este Corporación mediante oficio suscrito por el referido togado.

En conclusión, como quiera que por parte de la Coordinación del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, no se ha dado una respuesta acorde con lo solicitado, se tutelará el amparo constitucional impetrado y en consecuencia se ordenará a la dependencia accionada que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión proceda a contestar lo solicitado por el señor JHONY DE JESÚS, en congruencia con el periodo indicado por él en su petición, y se le entere en debida forma de la respuesta pertinente, enviándosele ésta por correo certificado a la dirección que reportó en su escrito y de la cual ya tiene conocimiento.

No se amparan los derechos al debido proceso e igualdad, también invocados por el tutelante, por cuanto en criterio de la Colegiatura de la situación fáctica no se advierte la vulneración de esas garantías fundamentales.

Como se desprende de lo allegado al dossier, que frente a la pretensión del señor RAMÍREZ CAÑAS ninguna injerencia tiene el P.A.R.I.S.S. se dispondrá su desvinculación de esta acción constitucional.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al señor JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Coordinación del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y de la Protección Social, a cargo del Dr. CARLOS ARTURO GÓMEZ AGUDELO y/o quien haga sus veces, que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar al señor JHONY DE JESÚS RAMÍREZ CAÑAS una respuesta de fondo al derecho de petición suscrito en octubre 31 de 2016, del cual se les dio traslado en noviembre 15 de 2016 por parte del P.A.R.I.S.S., en la que se incluyan la totalidad de los periodos laborales cuya certificación se solicitó, y se le entere en debida forma de la respuesta pertinente. 
TERCERO: Se desvincula del presente trámite al -P.A.R.I.S.S.-
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.
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